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DERECHO DE PETICIÓN. “Entendiendo entonces que el trámite iniciado por la señora Luz Marina Moncada Colorado se encuentra surtiéndose ante La Fiduprevisora S.A., ningún reproche, frente a la vulneración del derecho de petición, puede hacérsele a la Secretaría de Educación del Departamento de Risaralda – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, toda vez que, en este procedimiento, ya cumplió con su obligación, como es la remisión a la entidad fiduciaria del expediente con la documentación necesaria para ello, razón por la cual se declarará la carencia actual del objeto por hecho superado, respecto a esta accionada y en ese sentido se reformará el ordinal tercero de la providencia que se revisa. Consecuente con lo expuesto se modificará el ordinal segundo de la sentencia recurrida, para ordenar a la Fiduciaria La Previsora S.A. a través del Vicepresidente de Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, doctor William Emilio Marín Ariza, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir del día siguiente en que se surta la notificación de la presente providencia, proceda a dar respuesta a la petición elevada por la señora Luz Marina Moncada Colorado, la cual fuera traslada por la Dirección Administrativa del Departamento de Risaralda, el 31 de enero de 2017.”.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, veintisiete de marzo de dos mil diecisiete

Acta N°_____de 27 de marzo de 2017

Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira a resolver la impugnación presentada por la señora 
LUZ MARINA MONCADA COLORADO y por la FIDUCIARIA LA PREVISORA, contra la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito dentro de la acción de tutela iniciada por la primera en contra de ésta última entidad, la SECRETARIA DEPARTAMENTAL DE EDUCACIÓN y el FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES DEL MAGISTERIO. 
ANTECEDENTES

Indica la demandante que, luego de iniciar un proceso de Nulidad y Restablecimiento del Derecho para el reconocimiento y pago de la reliquidación de la pensión de jubilación, mediante sentencia proferida el día 25 de julio de 2016 el Juzgado Sexto Administrativo del Circuito de esta ciudad, decidió a su favor la acción, quedando la misma ejecutoriada el 8 de agosto de igual año.

Afirma que el día 21 de septiembre de igual año, presentó solicitud de cumplimiento de sentencia, escrito por medio del cual solicitó a la Secretaría de Educación del Departamento de Risaralda – Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio – Fiduciaria La Previsora S.A., información concreta relacionada con el pago de las condenas reclamadas.  

Precisa que hasta la fecha, no ha recibido respuesta a su solicitud, misma que se concreta con la expedición del acto administrativo que acata el fallo judicial.

En virtud de lo expuesto, estima vulnerado su derecho fundamental de petición, motivo por el cual impetra la presente acción constitucional en procura de su protección y con el fin de obtener una respuesta de las llamadas a juicio.

TRAMITE IMPARTIDO

El trámite de la presente acción, le correspondió por reparto al Juzgado Primero Laboral del Circuito de esta ciudad, el cual, una vez la admitió, concedió a la parte accionada el término de dos (2) días, a efectos de que ejerciera su derecho de defensa. 

En ejercicio de dicha garantía, la Dirección Administrativa del Departamento de Risaralda, informó que el expediente administrativo de la demandante fue remitido desde el día 31 de enero de 2017 a la Fiduciaria La Previsora, entidad que tiene a su cargo el proceso de revisión, estudio y aprobación prestacional, por lo que estima que debe ordenarse su desvinculación al presente trámite, dado que no se encuentra vulnerando derecho alguno de la tutelante.

La Fiduprevisora por su parte atendió el llamado indicando que el derecho de petición que reclama desatendido la señora Luz Marina Moncada Colorado, no fue radicado en sus instalaciones, haciendo notar luego de un breve recuento legal relacionado con su naturaleza jurídica y de las demás accionadas, que no tiene competencia para expedir actos administrativos, pues tal función se encuentra en cabeza de las Secretaría de Educación Territorial.

El día 8 de febrero del año 2017, la juez de primer grado decidió amparar el derecho fundamental de petición del cual es titular la señora Luz Marina Moncada Colorado, al advertir la vulneración del mismo por parte de la Fiduciaria La Previsora, entidad a la que fue trasladada la petición de cumplimiento de sentencia efectuada por la accionante a la Secretaría de Educación Departamental.

Inconforme con lo dispuesto, la Fiduprevisora impugnó la decisión trayendo a colación iguales argumentos a los expuestos al momento de dar respuesta a la acción.

La demandante a su vez apeló la decisión reprochando la desvinculación que del trámite de tutela se hizo a la Secretaría de Educación del Departamento, toda vez que es la entidad encargada de resolver todas las solicitudes de prestaciones sociales que paga el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio.

CONSIDERACIONES

PROBLEMA JURÍDICO

¿La falta de respuesta por parte de las accionadas a la solicitud elevada por el tutelante, vulnera su derecho fundamental de petición?

Antes de abordar la solución al problema jurídico, debe precisarse que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. DERECHO DE PETICIÓN

El derecho de petición, está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Nacional, el cual señala: 

“Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivo de interés general o particular y a obtener pronta resolución.

El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales”.

A su vez, la ley estatutaria 1755 de 2015, por medio de la cual fue regulado el Derecho Fundamental de Petición, en su artículo 1º sustituyó el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, en los siguientes términos:

Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones:

 

1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.

 

2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción. (…)”

Desde otra perspectiva, el derecho de petición implica la facultad de obtener de la entidad frente a quien se hace la solicitud una respuesta a tiempo y de fondo, por ello se ha dicho que la respuesta que se dé al derecho de petición debe cumplir los siguientes requisitos: i) Ser oportuna; ii) Resolver de fondo, en forma clara, precisa y congruente lo solicitado y; iii) Ser puesta en conocimiento del peticionario.

Conforme con lo anterior, el titular de la petición tiene derecho a obtener, dentro de los términos legales, la correspondiente contestación, bien sea en interés particular como en el presente caso, o general. Con este derecho se busca básicamente que se brinde respuesta precisa y de fondo a lo solicitado, sin que ello implique que la contestación sea obligatoriamente en sentido positivo.

También ha dispuesto el compendio normativo antes referido, en su artículo 6º  que el término para resolver las peticiones es de “quince (15) días siguientes a la fecha de su recibo. Cuando no fuere posible resolver o contestar la petición en dicho plazo, se deberá informar así al interesado, expresando los motivos de la demora y señalando a la vez la fecha en que se resolverá o dará respuesta”.

2. TRÁMITE DE APROBACIÓN LAS SOLICITUDES PARA EL RECONOCIMIENTO DE PRESTACIONES QUE RECONOCEN LAS SECRETARÍAS DE EDUCACIÓN.
El artículo 4 del Decreto 2831 de 2005, establece que: “El proyecto de acto administrativo de reconocimiento de prestaciones que elabore la secretaría de educación, o la entidad que haga sus veces, de la entidad territorial certificada a cuya planta docente pertenezca o haya pertenecido el solicitante, será remitido a la sociedad fiduciaria que se encargue del manejo de los recursos del Fondo para su aprobación.

Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes al recibo del proyecto de resolución, la sociedad fiduciaria deberá impartir su aprobación o indicar de manera precisa las razones de su decisión de no hacerlo, e informar de ello a la respectiva secretaría de educación”. 

De igual forma el artículo 5 ibídem establece que, “Aprobado el proyecto de resolución por la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo, deberá ser suscrito por el secretario de educación del ente territorial certificado y notificado en los términos y con las formalidades y efectos previstos en la ley”.
3. CASO CONCRETO
En el presente caso la parte actora se duele del silencio de las llamadas a juicio en torno a la cuenta de cobro radicada ante la Secretaría de Educación el día 21 de septiembre de 2016, por medio de la cual busca hacer efectiva la condena impuesta por el Juzgado Sexto Administrativo del Circuito de Pereira, dentro del proceso de nulidad y restablecimiento del derecho que inició con miras a obtener la reliquidación de su pensión. 

Lo primero que debe precisarse, es que de acuerdo con lo previsto en el Decreto 2831 de 2005, corresponde a los entes territoriales proyectar el acto administrativo de reconocimiento de las prestaciones sociales a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y posteriormente remitirlo a la sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración los recursos de dicha entidad, para su aprobación.

En el presente asunto, de acuerdo con la comunicación visible a folio 41 del expediente, la Dirección Administrativa del Departamento de Risaralda, remitió la capeta de la señora Luz Marina Moncada Colorado, con el lleno de los requisitos para que la Fiduprevisora S.A. procediera con la revisión, estudio y aprobación de sus reclamaciones.

Lo anterior, claramente indica que la Secretaría de Educación de esta ciudad, no ha vulnerado el derecho de petición de los accionantes, más no se puede pregonar lo mismo de la Fiduciaria la Previsora, pues ha omitido la obligación legal de dar respuesta, en término, a la solicitud formulada y remitida el 31 de enero de 2017 –fl39.

Y es que aun cuando dicha entidad insista en que ningún derecho de petición radicó la demandante en sus instalaciones, es claro que, la Dirección Administrativa del Departamento de Risaralda le dio traslado de la cuenta de cobro por ella presentada y del expediente administrativo, para las gestiones a su cargo.

En este punto específico, vale la pena anotar que la Sala de Casación Laboral, en sede de Tutela, ha precisado, respecto a las peticiones relacionadas con el cumplimiento de una sentencia judicial, que para la parte actora basta “la demostración de que radicó un escrito donde solicitó a la Administración pronunciamiento sobre algún aspecto de su competencia o información relacionada con sus funciones
” para que, de no obtener respuesta por la entidad, proceda al amparo del derecho de petición.
Ahora, es del caso hacer notar que la protección que se brinde, no implica la orden de pago, pues es bien sabido que para tales efectos fue previsto el proceso ejecutivo, mismo que en el presente asunto no ha sido descalificado como mecanismo idóneo y eficaz por la promotora de la acción.

Entendiendo entonces que el trámite iniciado por la señora Luz Marina Moncada Colorado se encuentra surtiéndose ante La Fiduprevisora S.A., ningún reproche, frente a la vulneración del derecho de petición, puede hacérsele a la Secretaría de Educación del Departamento de Risaralda – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, toda vez que, en este procedimiento, ya cumplió con su obligación, como es la remisión a la entidad fiduciaria del expediente con la documentación necesaria para ello, razón por la cual se declarará la carencia actual del objeto por hecho superado, respecto a esta accionada y en ese sentido se reformará el ordinal tercero de la providencia que se revisa.

Consecuente con lo expuesto se modificará el ordinal segundo de la sentencia recurrida, para ordenar a la Fiduciaria La Previsora S.A. a través del Vicepresidente de Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, doctor William Emilio Marín Ariza, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir del día siguiente en que se surta la notificación de la presente providencia, proceda a dar respuesta a la petición elevada por la señora Luz Marina Moncada Colorado, la cual fuera traslada por la Dirección Administrativa del Departamento de Risaralda, el 31 de enero de 2017.
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 
RESUELVE
PRIMERO: MODIFICAR el ordinal SEGUNDO de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito, el día 8 de febrero de 2017, el cual quedará así:
“SEGUNDO: ORDENAR a la Fiduciaria La Previsora S.A. a través de su Vicepresidente de Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, doctor William Emilio Mariño Ariza, que en el término de cuarenta y ocho (48) horas, contadas a partir del día siguiente en que se surta la notificación de la presente providencia, proceda a dar respuesta a dar respuesta a la petición elevada por la señora Luz Marina Moncada Colorado, la cual le fue traslada por la Dirección Administrativa del Departamento de Risaralda, el 31 de enero de 2017
TERCERO: DECLARAR la carencia actual del objeto por hecho superado, respecto a la Secretaria de Educación Departamental”.

SEGUNDO: CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia impugnada.
TERCERO: NOTIFICAR esta sentencia a las partes, comunicándoles que cuentan con el término de tres días hábiles para impugnar la decisión. 
CUARTO: ENVIAR a la Corte Constitucional para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada. 
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Los Magistrados,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES  OLGA LUCÍA HOYOS SEPULVEDA               

ALONSO GAVIRIA OCAMPO
       Secretario
� Sala de Casación Laboral STL14318-2014.Radicación No 56189.
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